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En el presente artículo se analizará la figura del principio de oportunidad en 
Colombia y en otros sistemas jurídicos de derecho comparado a fin de revisar las 
diferentes formas de aplicación que contempla la institución a nivel general. 
 
La metodología utilizada en la presente investigación, se denomina Básica Jurídica 
–dogmática, toda vez que el estudio se basa en el análisis de la norma jurídica, la 
jurisprudencia y la doctrina. Así mismo, el método que se utiliza es cualitativo, pues 
se estudia el principio de oportunidad como institución en el sistema penal con 
tendencia acusatoria y la posibilidad de aplicar dicha figura a la jurisdicción penal 
militar con base en el artículo 250 Constitucional. 
 
Se usan fuentes secundarias de recolección de información, tales como la 
Constitución, leyes, actos legislativos, jurisprudencia, artículos de investigación, 
doctrina. 
 
Pese a que la Corte Constitucional mediante sentencia C-326 de 2016 con ponencia 
del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo sentó su postura sobre la 
imposibilidad de aplicar el principio de oportunidad en la justicia penal militar, ha de 
considerarse una posibilidad diferente teniendo en cuenta que la justicia penal 
militar a partir de la vigencia de la Ley 1765 de 2015, adoptó el sistema acusatorio 
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como desarrollo procesal en la investigación y juzgamiento de los delitos cometidos 
con ocasión del servicio castrense.  
 
El problema de investigación es el siguiente: ¿La declaratoria de inexequibilidad de 
la ley 1765 de 2015 en los apartes en que cobija a la jurisdicción militar con la 
aplicación del principio de oportunidad desconoce la parte final del artículo 250 
Superior? 
 
Para arribar a la respuesta al interrogante, se postulan las siguientes hipótesis: La 
Corte Constitucional desconoce el precepto superior dispuesto en el aparte final del 
artículo 250 de la Carta Política de 1990 con la declaratoria de inconstitucionalidad 
de la ley 1765 de 2015 que pretendió incluir el principio de oportunidad en la 
jurisdicción militar. 
 
La Corte Constitucional no desconoce el precepto superior dispuesto en el aparte 
final del artículo 250 de la Carta Política de 1990 con la declaratoria de 
inconstitucionalidad de la ley 1765 de 2015 que pretendió incluir el principio de 
oportunidad en la jurisdicción militar. 
 
Así las cosas, el objetivo general plateado en la investigación es: Establecer si es 
posible sin una reforma constitucional la aplicación del principio de oportunidad en 
la jurisdicción penal militar, de acuerdo a la normatividad constitucional y legal 
vigente. Con el fin de construir una respuesta a la investigación, se desarrollarán 
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cuatro objetivos específicos así: i) Revisar la normatividad vigente referente a la 
jurisdicción penal militar, ii) Examinar la Ley 1765 de 2016 y la exposición de motivos 
al respecto, iii) Analizar las razones expuestas en la sentencia C-326 de 2016 que 
determinaron la conclusión de inconstitucionalidad, y iv) Plantear una interpretación 
del artículo 250 Superior diferente a la expuesta en la sentencia C-326 de 2016. 
 
Se espera construir una postura sólida que permita estudiar la viabilidad de 
implementar el principio de oportunidad en el sistema de responsabilidad de la 
justicia penal militar colombiano en virtud de la brecha que dejó abierta la parte final 
del artículo 250 Superior, de donde se desprende que la Fiscalía es la titular de la 
acción penal pero no de manera única y exclusiva, pues tal función o facultad puede 
incluso asignarse a particulares y a otras autoridades como se expuso en el 
planteamiento del problema, lo que permitiría concluir que las autoridades de la 





El Estado como autoridad superior debe hacer efectivo el cumplimiento de unas 
obligaciones que regulan y armonizan las relaciones entre aquel y los integrantes 
de la sociedad. Para llevar a cabo este objetivo se vale de un conjunto normativo 
cuyo objeto principal es la regulación de la conducta humana, por tanto, de 
innegable interés público.  
 
El sistema jurídico del Estado, se encuentra enmarcado en la Constitución Política 
del país como estructura fundamental del mismo, de ahí emergen todas y cada una 
de las regulaciones y conexiones que tienen los particulares con cada uno de los 
órganos del gobierno y de sus autoridades.  
 
A partir de la Constitución de 1991 Colombia se instituyó como un Estado Social y 
Democrático de Derecho, convirtiéndose la esencia de dicha norma, los derechos y 
garantías fundamentales de los cuales una persona es acreedora dentro de una 
sociedad organizada. Estos principios son aplicados en igualdad de condiciones 
obviando cualquier tipo de diferencia racial, étnica, religiosa, de género o sexo, etc. 
 
Teniendo en cuenta que los conflictos sociales son un devenir diario, se hizo 
necesario la implementación de un catálogo de conductas reprochables y su 
respectiva sanción, como una forma de respuesta del Estado a las necesidades 




Así, nace a la vida jurídica el Código Penal y su correspondiente fundamento 
procesal con la Ley 906 de 2004 (vigente actualmente) encargado de establecer las 
conductas que constituyen delito y el procedimiento que debe agotarse para su 
reproche y sanción, no obstante, el legislador consideró que existe un grupo 
poblacional, esto es, los miembros de la fuerza pública, que no puede regirse por 
las normas ordinarias aplicables al resto de la ciudadanía, sino que debía nacer un 
sistema penal especial que conociera perfectamente la vida militar y procediera al 
juzgamiento de las conductas punibles que sus miembros pudieran realizar en el 
ejercicio del servicio. 
 
Por tal motivo, la normatividad ha ido surgiendo con el pasar del tiempo en lo que 
atañe a la jurisdicción militar, sin embargo, se observa que ese desarrollo legal que 
se pretende, se ve truncado por el pronunciamiento realizado por la Corte 
Constitucional dentro del trámite de una demanda de inconstitucionalidad contra la 
Ley que adoptaba el sistema acusatorio en la justicia penal militar, más exactamente 
en lo atinente a la aplicación del principio de oportunidad, como se evidencia de la 
sentencia C-326 de 2016 mediante la que se declaró la inexequibilidad de unos 
apartes de la Ley 1765 de 2015 cerrando la posibilidad de que esa jurisdicción 




Llama la atención los métodos de interpretación usados para arribar a tal conclusión, 
pues debe tenerse en cuenta que el fundamento referido en la decisión en comento, 
sostiene que el artículo 250 Superior  
“solo contempla la aplicación de este mecanismo para los procesos a cargo de 
la Fiscalía General de la Nación y la jurisdicción penal ordinaria, al paso que ni 
esta ni ninguna otra norma constitucional autoriza la posibilidad de aplicar esa 
misma figura dentro del ámbito de la justicia penal militar”1  
no obstante, como se pretende analizar en el presente trabajo, se abre la puerta 
para una interpretación diferente de la norma constitucional desde una óptica que 
permita la aplicación del principio de oportunidad en la jurisdicción militar, pues en 
ella también se previó que,  
“atendiendo la naturaleza del bien jurídico o la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la 
víctima o a otras autoridades distintas a la Fiscalía General de la Nación. 
En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar en forma 
preferente”2 (Negrilla fuera de texto),  
lo que significa que la Fiscalía no tiene la facultad de manera exclusiva, sino 
preferente como lo refiere la norma, lo cual no impide que la jurisdicción penal militar 
sea considerada como “otra autoridad distinta” que puede tener la titularidad de la 
acción penal en el ámbito que le compete.  
                                                          
1 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-326 del 22 de junio de 2016, M.P.: Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo  
2 Constitución política de Colombia: [Const.] (1991) 2da Ed. Legis, Artículo 250 
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1. CAPÍTULO I. ANTECEDENTES DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
 
El principio de oportunidad se ha construido en la historia como una excepción al 
denominado principio de legalidad, su génesis se remonta al momento del 
“surgimiento de los estados modernos, en los siglos XVII y XVIII, época en la cual 
se vislumbra el sello humanístico y formas diferentes de aplicar justicia”3, 
apareciendo con ello sistemas innovadores que buscan la solución efectiva y ágil 
de los conflictos suscitados entre los miembros de la sociedad. 
 
El principio de oportunidad es una institución propia del sistema penal acusatorio, 
en la que se prevé su aplicación a cargo de la Fiscalía General de la Nación, previo 
control de legalidad del juez de control de garantías, que se constituye en una 
excepción al deber constitucional que obliga al Ente Acusador a desplegar el 
aparato judicial cuando una conducta reviste las características de delito4. 
 
Al realizar un estudio acerca del tema, se puede encontrar que el principio de 
oportunidad presenta tres modalidades a saber; reglado, facultativo y libre o amplio. 
El primero de ellos se denomina reglado: 
 
                                                          
3 JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO, LUIS GONZALO LOZANO PACHECO, ALFONSO DAZA 
GONZÁLEZ, OTROS AUTORES. El sistema penal acusatorio en el contexto colombiano. 
Universidad Libre, 2009, p. 254 
4 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-738 de 2008. M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra. 
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“propio de los países europeos como Alemania, Holanda y España, entre otro, y 
heredado en la gran generalidad de los países de América Latina, se caracteriza 
porque la ley prevé los supuestos a partir de los cuales el fiscal puede declinar la 
persecución penal y decidirse a archivar el caso… se caracteriza por tener definidas 
legal y taxativamente las condiciones necesarias para prescindir de la acusación 
penal, frente a casos en los cuales normalmente debía iniciarse y adelantarse el 
proceso penal”5.  
 
Es entonces el caso de Alemania, pues en virtud de lo establecido en la Ordenanza 
Procesal Penal, se aduce que el principio de oportunidad: 
 
“tiene un carácter rector en relación con la criminalidad de bagatela o insignificante 
y aquella que podría denominarse media… Además por motivos de economía 
procesal, no cabe duda de que el motor de este tipo de regulaciones es la carencia 
de interés público en la persecución penal, y así lo establece el parágrafo 153 de 
dicha ordenanza cuando menciona ese requisito y lo relaciona con la culpabilidad 
disminuida del procesado, de esta forma, establece que la Fiscalía podrá en 
cualquier momento y con autorización del juez competente abstenerse de perseguir 
penalmente el hecho…al igual que el juez podrá proceder a aplicar el principio de 
                                                          
5 ALFONSO DAZA GONZÁLEZ. La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los 
fines del proceso penal en el estado social y democrático de derecho, Bogotá D.C., Edición 
Universidad libre, 2011, p. 55. 
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oportunidad después de presentada la acusación siempre con la anuencia de la 
Fiscalía y del procesado”6. 
 
En estos términos ha sido expuesto por la doctrina: 
 
“el principio mencionado es quebrantado por tantas excepciones que en el ámbito 
de la criminalidad más leve y, en gran parte, también en de la criminalidad media, 
rige en la práctica, el principio de oportunidad. No obstante, ello solo es correcto 
para la fiscalía; la policía ano tiene facultad para sobreseer discrecionalmente, de 
modo que para ella el principio de legalidad rige de forma ilimitada. La StPO 
distingue en la actualidad cuatro grades grupos en los cuales el procedimiento penal 
puede ser sobreseído pese a existir la sospecha del hecho: a) cuando el reproche 
por el hecho es insignificante y no existe ningún interés en la persecución penal; 
cuando el interés en la persecución penal puede ser satisfecho de otro modo; c) 
cuando le son opuestos intereses estatales prioritarios; o d) cuando el ofendido 
puede llevar adelante por sí mismo la persecución penal”7. 
 
Así las cosas, podemos decir que el sistema Alemán comparte características con 
el Colombiano en lo que al problema de investigación refiere, cual es que para los 
dos casos, el principio de oportunidad si bien es facultad de la Fiscalía, debe 
                                                          
6 JAIME BERNAL CUELLAR y EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT. El proceso penal Tomo I: 
Fundamentos constitucionales y teoría general. Sexta edición, Bogotá D.C., Universidad Externado 
de Colombia, 2013, p. 856. 




someterse para su aplicación, al control estricto de legalidad ante el Juez 
competente, que para nuestro país, lo es el de control de garantías.  
 
La segunda modalidad se denomina principio de oportunidad facultativo, en esta:  
“la ley consagra ciertos supuestos generales para su aplicación que, sin embargo, 
no limitan la decisión de la autoridad encargada de ejercerla. Es decir, como no 
existen causales taxativas que indiquen en qué casos procede o no el principio de 
oportunidad, al fiscal le es otorgada un acierta discrecionalidad en virtud de la cual 
puede optar, según su criterio, por no iniciar la acción penal o por renunciar a ella 
aún después de iniciada”8. 
 
Como este, es el caso del proceso penal en Chile, dentro del cual se prevé una sola 
causal para dar aplicación al principio de oportunidad, donde la Fiscalía tiene la 
discrecionalidad de “acomodar” el supuesto fáctico a la regla normativa. No 
obstante, hablarse de un sistema facultativo, también contempla la intervención del 
Juez de Garantías, quien debe ser el que va a permitir la aplicación de la figura y 
sus efectos, o en su lugar, ordenará que el Ministerio Público – Fiscalía en el caso 
Colombiano, continúe con el ejercicio de la acción penal. 
 
El tercero, esto es, el principio de oportunidad libre o amplio;  
                                                          
8 ALFONSO DAZA GONZÁLEZ. La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los 
fines del proceso penal en el estado social y democrático de derecho, Bogotá D.C., Edición 
Universidad libre, 2011, p. 58. 
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“se basa en la discrecionalidad del fiscal como regla general, quien decidirá a 
su consideración si se inicia o no la persecución penal, o si se desiste de la 
misma después de iniciada, sin que su actividad esté sujeta a criterios legales; 
o sometida a controles judiciales; tan sólo le limita una política criminal que le 
es sugerida más no impuesta”9. 
 
Este procedimiento previsto para la aplicación del principio de oportunidad, es el 
caso del modelo penal inglés donde la concepción del principio de legalidad es 
diferente al que se conoce. En Inglaterra,  
 
“el éxito del ejercicio del poder punitivo del Estado depende de la facultad para tomar 
decisiones discrecionales y es en este momento cuando termina diseñándose la 
actividad y postura del Estado frente a determinadas formas de criminalidad, pues 
la decisión acerca de que delitos se indagan o investigan (por tanto, sobre la posible 
subsiguiente formulación de cargos) y cuales incluso pueden tolerarse queda 
primordialmente en manos del órgano policial”10. 
 
Esto no significa que el cuerpo de policía actué en un terreno de arbitrariedad, pues 
la actividad policial está debidamente regulada estando facultado para enviar el 
                                                          
9 ALFONSO DAZA GONZÁLEZ. La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los 
fines del proceso penal en el estado social y democrático de derecho, Bogotá D.C., Edición 
Universidad libre, 2011, p. 61. 
10 JAIME BERNAL CUELLAR y EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT. El proceso penal Tomo I: 
Fundamentos constitucionales y teoría general. Sexta edición, Bogotá D.C., Universidad Externado 
de Colombia, 2013, p. 856. 
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asunto al Despacho fiscal, denominado “Prosecutor”, o adoptar alternativas 
diferentes de reacción estatal. No obstante, una vez el proceso se encuentra en la 
vista fiscal, puede realizarse la formulación de cargos, o cerrarse si así considera.11 
 
En esencia la Policía es la autoridad más importante por ser quien conoce de 
primera mano de las conductas delictivas cometidas en Inglaterra, siendo tal ente 
en cabeza de quien está la acción penal, quien decide sobre la iniciación de un pleito 
y quien formula una primera imputación, momento después del cual la Fiscalía 
avoca conocimiento de la causa penal y decide si la expone ante los tribunales.12 
 
Los objetivos del sistema inglés son claros, en primer lugar; reaccionar ágilmente 
cuando se encuentra frente a delitos menores, observándose con ello la 
proporcionalidad que el Estado plantea frente a la agresión que se reprocha y la 
respuesta que demanda, en segundo lugar; busca descongestionar los despachos, 
y en tercer lugar; minimizar la posibilidad de reincidencia.13 Lo anterior indica que el 
principio de legalidad sobre el que se basan los otros sistemas procesales, pierde 
                                                          
11 JAIME BERNAL CUELLAR y EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT. El proceso penal Tomo I: 
Fundamentos constitucionales y teoría general. Sexta edición, Bogotá D.C., Universidad Externado 
de Colombia, 2013, p. 857. 
12 WINFRIED HASSEMER. La persecución penal, legalidad y oportunidad, Universidad de Buenos 
Aires, 2015. Hallable en http://www.derecho.uba.ar/publicaciones/lye/revistas/50/la-persecucion-
penal-legalidad-y-oportunidad  
13 JAIME BERNAL CUELLAR y EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT. El proceso penal Tomo I: 
Fundamentos constitucionales y teoría general. Sexta edición, Bogotá D.C., Universidad Externado 
de Colombia, 2013, p. 856. 
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el estatus de imperioso, pues en el caso Inglés la persecución se basa en el criterio 
de eficiencia, el cual implica “obtener una decisión sobre la punibilidad del imputado 
y de solucionar el conflicto social que genera delito, además con cierta celeridad y 
economía de recursos”14. 
 
Con todo, ha de notarse que la aplicación del principio de oportunidad en este 
evento ostenta finalidades concretas que permiten adoptarlo como una posibilidad 
clara y efectiva que otorgue celeridad a la administración de justicia, pues reduce 
los procedimientos judiciales, se centra en la criminalidad mayor evitando la 
intervención de la criminalidad pequeña y menor, descongestiona el aparato judicial, 
se estimula la eficaz y ágil reparación a las víctimas, y se concede al sujeto activo 
de la conducta la oportunidad de reinserción en la sociedad.15 
 
Así, se colige que en el sistema inglés existe un rango amplio de discrecionalidad 
sobre la acción penal, toda vez que no existe un principio de legalidad como el de 
nuestro país, que exija iniciar o continuar con una investigación penal, a diferencia 
de los demás modelos judiciales esbozados.16  
 
                                                          
14 ALFONSO DAZA GONZÁLEZ. La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los 
fines del proceso penal en el estado social y democrático de derecho, Bogotá D.C., Edición 
Universidad libre, 2011, p. 62. 
15 Ibídem 




De lo expuesto brevemente se puede concluir los siguiente: El modelo procesal 
penal que enmarca el principio de oportunidad en Colombia, se asimila al sistema 
Alemán, existiendo un respeto estricto por el principio de legalidad como pilar 
fundamental del sistema jurídico de cada Estado, por tanto, las legislaciones 
respectivas consagran la facultad del Ente Acusador de decidir en principio de 
acuerdo a las causales normativas prestablecidas, a que casos renuncia, sin 
embargo, para que se logre la total aplicación tal principio, es necesario que un Juez 
o Tribual, emita su concepto, su aquiescencia en la aplicación. Por el contrario, el 
modelo Inglés, presenta un margen de discrecionalidad casi absoluta, permitiendo 
incluso al funcionario de policía, desestimar las causas criminales que considere 
son leves o pueden corregirse en otra sede. 
 
En el sistema procesal Colombiano actual en materia de principio de oportunidad 
ata de manos al Fiscal, pues su decisión de aplicar dicha figura no le pertenece de 
lleno, toda vez que la decisión final se halla en manos de un tercero que si bien tiene 
funciones jurisdiccionales, podría en criterio de algunos, desequilibrar la balanza y 
limitar la facultad constitucional dada a la Fiscalía.  
 
En Colombia, a través de los años se intentó modificar el sistema procesal penal, 
con indicativas como: 
 
“Acto Legislativo 01 de 1979, desarrollado por el Decreto 181 de 1981, el cual 
constituyó un nuevo estatuto procesal penal de específica naturaleza acusatoria, 
19 
 
pero que fue declarado inexequible por la Sala Constitucional de la Corte Suprema 
de Justicia por vicios de trámite en su formación. Por esta razón, se promulga la Ley 
2 de 1982 que revive la vigencia del Decreto 409 de 1971, es decir, el Código de 
Procedimiento Penal que previamente venía rigiendo”17.  
 
Luego, al surgir la Constitución Política de 1991 se creó la Fiscalía General de la 
Nación institución a la quien le fue delegada la facultad de persecución penal propia 
del Estado. Posteriormente,  
“el Proyecto de Acto Legislativo 151 de 2001, de autoría del entonces Ministro 
de Justicia, se intentó realizar una reforma del artículo 250 constitucional que 
postulaba nuevas facultades y la remoción de otras a la Fiscalía General de la 
Nación, poniéndolas en manos de un funcionario denominado Juez de Control 
de Garantías”18;  
el referido proyecto fue archivado en el quinto debate parlamentario. 
 
La inclusión novedosa y definitiva surgió con el Acto Legislativo 003 de 2002 con el 
que se da la estructura del sistema procesal penal que va a permitir la 
transformación del sistema de mixto a uno de corte acusatorio con las garantías que 
                                                          
17 ALFONSO DAZA GONZÁLEZ. Las causales de aplicación del principio de oportunidad en la ley 




le son propias, esto es, un proceso oral, público, concentrado, y con aplicación del 
derecho de contradicción.19 
 
No obstante, la aplicación del principio de oportunidad fue condicionada al control 
de un Juez de Garantías, quien decidiría sobre la legalidad del mismo, a pesar de 
que  
“tal principio fue propuesto en el proyecto de Acto Legislativo sometido a las 
causales definidas en la ley, sin control de legalidad por parte del juez que ejerce 
las funciones de control de garantía, y menos sin hacer referencia a la política 
criminal”20,  
y excluida de manera tajante para ser aplicada en la jurisdicción penal militar. 
 
  
                                                          
19 ANTONIO JOSÉ CANCINO. Derecho penal y sistema acusatorio en iberoamérica (primera ed.), 
Universidad Externado De Colombia, 2003, p. 318 
20 ALFONSO DAZA GONZÁLEZ. Los jueces de control de garantías a partir del acto legislativo 03 
de 2002, Universidad Libre ediciones, 2007, p.25 
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2. CAPÍTULO II. PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL ESTADO 
COLOMBIANO 
 
La Carta Política consagra en su articulado derechos que le son propios a cada uno 
de los ciudadanos Colombianos, prevé que el Estado se funda en el respeto a la 
dignidad humana, que sus instituciones deben ser garantes de los principios y 
derechos atribuidos a los asociados. De igual manera el constituyente establece la 
Libertad como principio fundante de la sociedad, y la igualdad de trato que deben 
recibir por parte de las autoridades todos los integrantes del territorio, a quienes se 
asegura entre otras cosas, la justicia desde el preámbulo. Lo anterior, cobra fuerza 
como quiera que al ser una norma de máxima jerarquía, su cumplimiento debe ser 
explicito, por mandato expreso de la misma Carta, la cual en el artículo 4 estableció 
que ésta es norma de normas, y que en el caso en que existiere incompatibilidad 
entre aquella y la Ley, será la norma constitucional la que prevalezca. 
 
Ahora bien, considerados todos los habitantes del territorio como personas sin 
importar cual fuere su raza, sexo, color, religión, les concedió el derecho de acceder 
a un trabajo, de escoger libremente el oficio o profesión que estimaren conveniente, 
y que en tratándose de una situación judicial o administrativa, siempre debía 
aplicarse el debido proceso, el cual está previsto en el artículo 29 Superior, que en 




“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 
que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, 
aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, 
y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la 
prueba obtenida con violación del debido proceso”21 
 
De manera específica el Proceso penal con tendencia acusatoria, ha sido 
desarrollado y regulado por el Legislador mediante la Ley 906 de 2004 y se define 
así:  
 
“Se trata de un proceso conformado en términos generales por tres etapas: 
indagación, investigación y juicio, caracterizado por la realización de un juicio oral, 
público, concentrado y contradictorio, con inmediación de las pruebas, en el que 
prima el respeto por las garantías procesales de la persona, y en esa medida, la 
afectación de los derechos fundamentales goza de reserva judicial puesto que debe 
                                                          
21 Constitución política de Colombia: [Const.] (1991) 2da Ed. Legis, Artículo 29 
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ser autorizada de manera previa por el fiscal o el juez mediante orden escrita 
motivada”22.  
 
Así, tenemos que en materia penal, se estableció constitucionalmente el principio 
de presunción de inocencia, la favorabilidad de la ley, la preexistencia de la norma, 
la legalidad, el derecho de defensa, la contradicción, y el respeto de las demás 
garantías establecidas dentro del marco del debido proceso. 
 
En el artículo 116 Superior23, se estableció que: “La Corte Constitucional, la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la 
Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces, administran Justicia. 
También lo hace la Justicia Penal Militar”, con lo que queda claro que dichas 
instituciones tienen autonomía y están facultadas para administrar justicia. 
 
Ahora bien, el artículo 250 de la Carta, modificado por el artículo 2 del Acto 
Legislativo N° 03 de 2002, previó que:  
 
“la Fiscalía de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y 
realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito 
que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o 
                                                          
22 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-127 de 2011, M.P.: María Victoria Calle Correa. 
23 Modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo N° 03 de 2002 
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de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que 
indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, 
interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca 
la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por 
parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías” (Negrilla fuera de 
texto) 
 
Con lo anterior, se deduce que en todo caso a la Fiscalía le corresponde el deber 
de investigación de todas las conductas que lesionen o pongan en peligro potencial 
los bienes jurídicos tutelados por el Estado, no obstante, puede renunciar a esa 
facultad de persecución estatal cuando se den los presupuestos contemplados para 
la aplicación del principio de oportunidad, el cual para que sea legal, tiene que ser 
declarado así por el Juez con función de control de garantías por ser el encargado 
de verificar el respeto de los derechos fundamentales en el decurso procesal.24 
 
El principio de oportunidad se contempló en el ordenamiento jurídico Colombiano 
en oposición al principio de legalidad25 como:  
                                                          
24 JUAN DAVID RIVEROS BARRAGÁN. Reflexiones teóricas y prácticas sobre los acuerdos de 
culpabilidad y el principio de oportunidad en la Ley 906 de 2004, hallable en  
http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/vniver/cont/116/cnt/cnt8.pdf  
25 OSCAR JULIÁN GUERRERO PERALTA. Fundamentos teórico constitucionales del nuevo 
proceso penal, Ediciones nueva jurídica, 2007, p.40. “El principio de legalidad en el proceso penal 
con principio acusatorio reviste una importancia mayúscula. La fiscalía como titular del monopolio de 
persecución penal tiene la obligación de intervenir en todos los hechos punibles que lleguen a su 




“la facultad constitucional que le permite a la Fiscalía General de la Nación, no 
obstante que existe fundamento para adelantar la persecución penal, suspenderla, 
interrumpirla o renunciar a ella, por razones de política criminal, según las causales 
taxativamente definidas en la ley, con sujeción a la reglamentación expedida por el 
Fiscal General de la Nación y sometido a control de legalidad ante el Juez de 
Garantías”26. 
 
Las diferentes modalidades de aplicación del principio de oportunidad en Colombia 
permiten la renuncia, suspensión o interrupción de la persecución penal, las cuales 
debe aplicar la Fiscalía recuerdo a la naturaleza de la causal que se invoque en 
cada caso concreto. “Las modalidades de suspensión e interrupción están 
orientadas directamente a preparar la renuncia al ejercicio de la acción penal. Por 
tanto, debe establecerse en cada caso la necesidad de acudir a dichas figuras 
“intermedias.”27. 
 
El código penal Colombiano, como norma sustancial, establece las conductas que 
para el Estado Colombiano son consideradas delitos y sus respectivas sanciones, 
presentan consecuencias jurídicas que demandan algunos comportamientos que 
                                                          
26 Ley 1312 del 09 de julio de 2009, Por medio de la cual se reforma la Ley 906 de 2004 en lo 
relacionado con el principio de oportunidad. 
27 LUÍS FERNANDO BEDOYA SIERRA, CARLOS ANDRÉS GUZMÁN DIAZ y CLAUDIA PATRICIA 
VANEGAS PEÑA. Principio de oportunidad, bases conceptuales para su aplicación. Fiscalía General 
de la Nación, 2010, p. 31-32  
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atentan contra los bienes que el Estado pretende proteger. Por ende, la 
determinación de los comportamientos ilícitos es necesaria para la aplicación del 
principio de oportunidad. 
 
Dentro del Título V de la Ley 906 de 2004, se encuentra regulado taxativamente el 
principio de oportunidad; se indica que la aplicación del principio en comento 
obedecerá a la política criminal adoptada por el Estado; que dicho principio está 
previsto como excepción al deber de persecución penal e investigación de la 
Fiscalía; instituye las causales bajo las cuales se da vida a tal figura; se señala que 
la audiencia ante el Juez de control de garantías en la que se verificará la legalidad 
de la aplicación del principio de oportunidad, la que tendrá lugar dentro de los 5 días 
siguientes en que la Fiscalía opta por aquel. Específicamente el artículo 327 ibídem, 
se anuncia que tal control de legalidad tendrá el carácter de obligatorio y automático, 
audiencia en la que la Víctima y el Ministerio Público podrán ejercer el derecho de 
contradicción en contra de los elementos materiales probatorios aducidos por el 
ente Fiscal para impetrar la solicitud de aplicación del principio de oportunidad, el 
cual, de ser declarado legal, tendrá como efecto la extinción de la acción penal de 
acuerdo al artículo 329 ibídem.28 
 
                                                          
28 JOSÉ HILARIO SUÁREZ. Manual del proceso penal acusatorio (PRIMERA ed.), Universidad Libre 
Ediciones 2012, p. 73 
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Con lo anterior, es claro que por mandato constitucional y legal es innegable que la 
aplicación del principio de oportunidad para el caso Colombiano, debe ser verificada 
mediante el control del Juez de Garantías, sin el que sería imposible la 
materialización de la referida figura; pues le compete analizar cada caso concreto y 
determinar si en efecto el principio de oportunidad se aplica de manera excepcional 
en el caso que se somete a su conocimiento, si se garantizaron los derechos de la 
víctimas y respetaron sus derechos a la verdad, justicia y reparación. 29 
 
Mediante sentencia C-591 con ponencia de la Magistrada Clara Inés Vargas 
Hernández, se sostuvo que el nuevo sistema procesal penal Colombiano constituía 
un modelo nuevo con particularidades propias y autónomas diferentes a los 
sistemas acusatorios como el americano o el continental europeo. Señaló que con 
la reforma constitucional, se perseguían unas finalidades específicas en la 
transformación al nuevo sistema procesal penal, las que resumió en: el 
fortalecimiento de la labor investigativa del Ente acusador en el recaudo de la 
prueba; el establecimiento de un juicio público, oral, contradictorio y concentrado; la 
diferenciación clara y precisa de los  funcionarios encargados de investigar, acusar 
y juzgar de acuerdo a los estándares internacionales; la eliminación de la 
escrituralidad a fin de darle celeridad a los procesos logrando con ello la 
descongestión de los despachos judiciales por medio del sistema oral; la sustitución 
                                                          
29 WHANDA FERNÁNDEZ LEÓN. Procedimiento penal acusatorio y oral (SEGUNDA ed.), Librería 
ediciones del profesional ltda, 2008, p. 380 
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del principio de permanencia de la prueba por el de producción de la misma durante 
el juicio oral; la implementación del principio de oportunidad; y la institucionalización 
del Juez de control de garantías.30 
 
En sentencia C387 de 2014 con ponencia del Magistrado Jorge Iván Palacio 
Palacio, la Corte señaló las características del principio de oportunidad así; éste 
debe ser aplicado bajo el marco de la política criminal del Estado; su aplicación es 
excepcional, es reglada; las causales de aplicación deben ser establecidas por el 
Legislador de acuerdo al mandato constitucional; el Fiscal tiene un margen de 
interpretación en la aplicación de la ley un tanto limitado; debe someterse al control 
de legalidad por el juez de control de garantías.31 
 
Con todo, hasta el momento se prevé que la mencionada institución es aplicable 
bajo potestad de la Fiscalía General de la Nación en virtud de lo dispuesto en la 
Carta Política artículo 250, previa verificación de legalidad por parte de un juez con 
función de control de garantías, en manos de quien está la aprobación final del 
acuerdo de suspensión, interrupción o renuncia a la obligación de persecución penal 
por parte del Estado, siempre y cuando se haya podido constatar el respeto de las 
garantías procesales establecidas dentro de las ritualidades legales pertinentes. 
                                                          
30 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-591 del 09 de junio de 2005, M.P.: Clara Inés Vargas 
Hernández 




3. CAPÍTULO III. PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN LA JURISDICCIÓN 
CASTRENSE 
 
La fuerza pública como autoridad, cuenta con el sustento constitucional al igual que 
todas las instituciones estatales, en primer término, debemos expresar que hace 
parte de la Rama Ejecutiva del poder público, tal y como lo enseña el artículo 188 
de la Constitución al señalar: “El Presidente de la República simboliza la unidad 
nacional y al jurar el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, se obliga a 
garantizar los derechos y libertades de todos los colombianos.”  Por su parte dentro 
de las funciones presidenciales se hace referencia al tema así:  
“Artículo 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, 
Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:  1….  3. Dirigir la fuerza 
pública y disponer de ella como Comandante Supremo de las Fuerzas Armadas 
de la República. 4. Conservar en todo el territorio el orden público y restablecerlo 
donde fuere turbado.”  
 
Frente a la obligación estatal de seguridad nacional de acuerdo con lo preceptuado 
en el artículo 216 constitucional, refiere la participación de la fuerza pública en este 
sentido al señalar: “La Fuerza Pública estará integrada en forma exclusiva por las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, de manera complementaria el artículo 217 
de la Carta Fundamental define quienes las conforman, indicando que: “La Nación 
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tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el 
Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea”. 
 
Por ello en la actividad de seguridad del Estado se encuentran vinculados 
estamentos necesarios en la estructura del Estado, organismos que han contado 
con desarrollo normativo a través de la historia.  
 
Según Jeremías Bentham, la existencia de un control militar tiene su fundamento 
en la necesidad de preservar la disciplina, lo que se sintetiza en la expresión militar 
que señala que: “quien manda debe juzgar”. 
 
Como justificación de este fuero Jeremías Bentham escribió que: 
 
"en un ejército, en una flota, la exactitud de la disciplina descansa enteramente en 
la pronta defensa de los soldados, los cuales nunca son tan dóciles como deben, 
sino en cuanto ven en el jefe que los manda un juez que puede castigarlos, y que 
no hay medio para eludir el castigo ni intervalo alguno entre éste y la falta. 
 
Además, para juzgar con el necesario conocimiento de los delitos de esta especie, 
hace falta ser perito en la profesión, y únicamente los militares son los que se hallan 
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en estado de forma para un juicio pronto e ilustrado en todo lo concerniente a la 
disciplina o acerca de lo que ha ocurrido en una función de guerra"32. 
 
En Colombia esta institución no ha sido extraña al Estado y ha contado con su 
estructura jurídica; la propia Corte Constitucional ha considerado que la Jurisdicción 
Penal Militar y de contera el Fuero Penal Militar se justifican y así lo ha expresado 
en diversos y reiterados pronunciamientos, entre éstos, la sentencia C-473 de 1999, 
cuando en referencia a este tema de manera puntual manifestó: 
 
“Adicionalmente hay que tener en cuenta que una de las razones por las que se 
estableció una Jurisdicción Penal Especial, conformada por los miembros de la 
Fuerza Pública, es la que además del criterio jurídico que exigen las decisiones 
judiciales, esos jueces y magistrados tengan conocimiento de la estructura, 
procedimientos y demás circunstancias propias de la organización armada de suyo 
compleja y que justifican evidentemente la especialidad de la justicia”33. 
 
Jurisprudencialmente la situación no ha sido ajena y con ello la Corte Constitucional 
desde su creación se ha encargado de realizar estudios normativos, 
interpretaciones y en general ha ejercido la guarda de la Constitución, cumpliendo 
con su obligación suprema.  
 
                                                          
32 Luís Jiménez de Asúa. Tratado de Derecho Penal, p. 1290 
33 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-473 de 1999, M.P.: Martha Victoria Sachica. 
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Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “La nota de especialidad del 
derecho penal militar que explica su contenido y fija su alcance, la determina la 
misma Constitucional vincularlas conductas típicas sancionadas por este código a 
la prestación activa del servicio confiado a los integrantes de la Fuerza Pública” y 
agrega que: “En un Estado de Derecho, la función militar y la policiva están sujetas 
al principio de legalidad. El ejercicio del monopolio de la fuerza por el Estado, las 
condiciones y modalidades en que se desarrolla, sólo son legítimos cuando se 
realizan conforme a la Constitución y a la ley”34. 
 
Por su parte la Sentencia C-373 de 2011 expresa frente a la existencia de fuero 
militar y la jurisdicción creada para ella lo siguiente:  
 
“Constitucionalmente se ha considerado que el fuero penal militar se establece como 
una excepción a la competencia general de la jurisdicción ordinaria, excluyendo del 
conocimiento de ésta ciertas conductas punibles en que puedan incurrir miembros 
de la fuerza pública. Por lo tanto, como se señaló en la sentencia C-399 de 
septiembre 7 de 1995, M. P. Alejandro Martínez Caballero, sus alcances deben ser 
determinados en forma “estricta y rigurosa”, como quiera que, de acuerdo con la 
hermenéutica constitucional, las excepciones, para evitar que se conviertan en regla 
general, deben ser interpretadas de forma restrictiva, resultando también ostensible 
que la justicia penal militar, “aun cuando se presenta como una jurisdicción 
                                                          




específica, está sometida a la Constitución… (CP arts. 1º, 2º, 123 y 124)”. No está 
de más reiterar que el artículo 221 de la Carta señala que el fuero militar abarca los 
delitos cometidos por un miembro de la fuerza pública en servicio activo, en relación 
directa con el mismo servicio, de forma que tal fuero está constituido, primero, por 
un elemento subjetivo (que el delito sea cometido por un miembro de la fuerza 
pública en servicio activo), y el segundo funcional (que la acción u omisión guarde 
relación inalienable con el mismo servicio). De lo anterior se desprende que la razón 
de ser de este régimen penal especial, radica “de una parte, en las reglas de 
conducta particulares a que se encuentran subordinados los miembros de la fuerza 
pública y, de otra, en la estrecha relación que existe entre esas reglas particulares 
de comportamiento, el uso de la fuerza y la especial índole de las conductas que les 
son imputables”, circunstancias que justifican la configuración de una jurisdicción 
específica en el ámbito exclusivo de la fuerza pública.35” 
 
 
Es necesario en este trabajo, además, hacer referencia al Fuero Penal Militar, 
entendido como aquel de origen constitucional en favor de los todos los miembros 
en servicio activo de la Fuerza Pública, que establece además una Jurisdicción 
Penal Militar, consagrado en el artículo 221 de la Constitución Política de Colombia, 
modificado anteriormente por el artículo 1º del acto legislativo No. 02 de 1995, que 
señaló lo siguiente:  
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“De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o 
tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. 
Tales cortes o tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública 
en servicio activo o en retiro”. 
 
Recordando que la norma original contenida en el artículo 221 de la Carta Política, 
anterior a la reforma, disponía que: “De los delitos cometidos por los miembros de 
la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio, conocerán 
las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del 
Código Penal Militar”. 
 
Lo que ha servido como argumento para quienes manifiestan que al disponerse en 
esa reforma constitucional que solo los miembros activos o retirados de la Fuerza 
Pública pueden ser funcionarios de la denominada Justicia Penal Militar, se viola, 
de una parte el principio de la igualdad frente a quienes no lo son, y de otra, en la 
práctica se atenta contra el principio de la independencia del que deben estar 
investidos quienes administran justicia. 
 
Sin embargo, en reciente reforma constitucional varía esta situación, ya que el Acto 




“De las conductas punibles cometidas por los miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales 
o tribunales militares, con arreglo a las prescripciones del código Penal Militar. Tales 
Cortes o Tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo o en retiro.  
 
En la investigación y juzgamiento de las conductas punibles de los miembros de la 
Fuerza Pública, en relación con un conflicto armado o un enfrentamiento que reúna 
las condiciones objetivas del Derecho Internacional Humanitario, se aplicarán las 
normas y principios de este. Los jueces y fiscales de la justicia ordinaria y de la 
Justicia Penal Militar o Policial que conozcan de las conductas de los miembros de 
la Fuerza Pública deberán tener formación y conocimiento adecuado del Derecho 
Internacional Humanitario. 
 
La Justicia Penal Militar o Policial será independiente del mando de la Fuerza 
Pública.”  
 
Así mismo la Carta Política establece en su artículo 250, modificado por el acto 
legislativo número 03 del 19 de diciembre de 2002 que:  
 
“La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción 
penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un 
delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, 
querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 
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fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, 
suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que 
establezca la ley para la aplicación del Principio de oportunidad regulado dentro del 
marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de 
legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantía. Se 
exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo y en relación con el mismo servicio”36. 
 
Armonizando estos dos preceptos, la Corte Constitucional ha expresado en 
reiterados pronunciamientos que el Fuero Penal Militar es una excepción a la regla 
general, según la cual corresponde a la justicia ordinaria la investigación y sanción 
de los delitos. 
 
De conformidad con lo anterior, es la propia Constitución Política la que dispone que 
no sea la Fiscalía General de la Nación, sino la Jurisdicción Penal Militar la 
encargada de investigar, acusar y juzgar a los miembros activos de la Fuerza 
Pública que hayan cometido delitos relacionados con su servicio, en la forma y con 
los procedimientos reglados legalmente con las excepciones que se plantearon en 
la reforma constitucional. 
 
                                                          




Demos un vistazo a la reglamentación colombiana que se ha expedido al respecto. 
El derogado Código de Justicia Penal Militar, Decreto Ley número 250 de 1956, 
artículo 7º, que indicaba que: “La ley penal militar colombiana se aplica a todos los 
habitantes del territorio nacional que la infrinjan, salvo las reconocidas por el 
derecho internacional”, es decir autorizaba el juzgamiento de civiles y hacía 
extensiva su competencia para conocer inclusive de 8 Código de Justicia Penal 
Militar, Decreto Ley número 250 de 1956, artículo 7º, los delitos comunes cometidos 
por los militares en servicio activo en tiempo de guerra, conflicto armado, 
perturbación del orden público o conmoción interior. 
 
El Código Penal y Procesal Penal Militar expedido el 12 de diciembre de 1988 
mediante Decreto Ley número 2550, que derogó el decreto ley 250, circunscribía el 
ámbito de aplicación de la ley penal militar de la siguiente manera:  
“Las disposiciones de este Código se aplicarán a los militares en servicio activo 
que cometan hecho punible militar o común relacionado con el mismo servicio, 
dentro o fuera del territorio nacional, salvo las excepciones consagradas en el 
derecho internacional. También se aplicarán a los oficiales, subordinados y 
agentes de la Policía Nacional”37. 
 
Mientras que la Ley 522 de 1999, Código Penal Militar, es aún más restrictiva que 
la anterior del Código Penal y Procesal Penal Militar expedido el 12 de diciembre de 
                                                          




1988, púes en su Capítulo I, sobre el ámbito de aplicación, en sus artículos 1º, 2º, 
3º, 4º, y 5º, señala:  
“Artículo 1º.- Fuero Militar. De los delitos cometidos por los miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, 
conocerán las cortes marciales o los tribunales militares, con arreglo a las 
disposiciones de este Código. Tales cortes o tribunales estarán integrados por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro”38. 
 
Este asunto en particular, el que las cortes o tribunales militares tengan que estar 
integrados por miembros activos o en retiro de la Fuerza Pública, desata buena 
parte de las críticas que se hacen en contra de la Justicia Penal Militar en cuanto a 
su imparcialidad e  independencia, por cuanto se considera que, en primer término, 
atenta contra el principio constitucional de la igualdad, al exigir una determinada 
calidad a los aspirantes que pretendan hacer parte de ésta, al impedir en la práctica 
que particulares que tienen la calificación necesaria, las condiciones académicas y 
profesionales para desempeñarse con suficiencia como jueces o magistrados de la 
Justicia Penal Militar, no puedan hacerlo, por no haber hecho parte del estamento 
militar. 
 
Igualmente se considera, que al ser sus integrantes miembros activos o en retiro de 
la Fuerza Pública, sus decisiones pueden no ser libres e imparciales, pues al 
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tratarse el estamento militar de una estructura jerarquizada, de acatamiento, los 
miembros menos antiguos del cuerpo castrense o que están en sus escalones más 
bajos, tendrán tendencia a recibir órdenes y atender las orientaciones de sus 
superiores. 
 
Posteriormente se expide la ley 1407 de agosto 17 de 2010 o Código penal Militar, 
norma que involucra de manera más precisa los conceptos y refiere los ámbitos de 
aplicación de la misma, ya que al referirse al ámbito de aplicación refiere lo 
siguiente:  
 
“Artículo 1°. Fuero Militar. De los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza 
Pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes 
Marciales o los Tribunales Militares, con arreglo a las disposiciones de este Código. 
Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo o en retiro. Artículo 2°. Delitos relacionados con el servicio. Son 
delitos relacionados con el servicio aquellos cometidos por los miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo dentro o fuera del territorio nacional, cuando los 
mismos se deriven directamente de la función militar o policial que la Constitución, 
la ley y los reglamentos les ha asignado.  
Artículo 3°. Delitos no relacionados con el servicio. No obstante lo dispuesto en 
el artículo anterior, en ningún caso podrán relacionarse con el servicio los delitos de 
tortura, genocidio, desaparición forzada, de lesa humanidad o aquellos que atenten 
contra el Derecho Internacional Humanitario entendidos en los términos definidos 
en convenios y tratados internacionales ratificados por Colombia, ni las conductas 
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que sean abiertamente contrarias a la función constitucional de la Fuerza Pública y 
que por su sola comisión rompan el nexo funcional del agente con el servicio.  
Artículo 4°. Fuerza Pública. La Fuerza Pública estará integrada en forma exclusiva 
por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional.  
Artículo 5°. Investigación y juzgamiento de civiles.  En ningún caso los civiles 
podrán ser investigados o juzgados por la justicia penal militar”  
 
La ley 1765 de 2015 introdujo el sistema penal acusatorio en la justicia penal militar, 
tal como lo hiciera en el año 2004 en la justicia ordinaria la ley 906, similitud por la 
que se considera que la figura del principio de oportunidad debe ser extensiva a 
aquella. Empero, en sentencia C-326 de 2016 con ponencia del magistrado Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo en el análisis de constitucionalidad de ley 1765 de 2015, 
la Corte concluyó el principio de oportunidad era una figura restringida, propia del 
sistema acusatorio ordinario y que por la naturaleza de sus efectos ha de 
garantizarse que los funcionarios encargados de su aplicación gocen de la 
imparcialidad y autonomía que la institución demanda, características que para el 
cuerpo colegiado no se presentan en el ámbito de la jurisdicción militar pues sus 
integrantes hacen parte de la rama ejecutiva del poder público con lo que se genera 




En materia de justicia penal militar, esto es, la Ley 1765 de 201639 en su artículo 
11140 contemplaba “La aplicación del principio de oportunidad deberá hacerse con 
sujeción a la política criminal del Estado”, otorgando con ello la potestad de que la 
Fiscalía Genera Penal Militar y Policial aplicara, en determinados casos el principio 
de oportunidad, empero, la sentencia C-326 de 2016 declaró que ese y otros 
preceptos normativos reñían de manera frontal con la Carta Política en su artículo 
250 por lo que era inadmisible su continuidad en el ordenamiento jurídico. 
 
En la mencionada decisión jurisdiccional, se argumentó en primer lugar, que a la luz 
del método histórico de interpretación, la Ley 1765 de 2016 en los artículos atinentes 
a la inclusión del principio de oportunidad en la justicia penal militar, se torna 
inaceptable dado que al realizar un análisis del proceso de propuesta, debate y 
aprobación del artículo 250 Superior, se encuentra que la real intención de quienes 
participaron en su proceso de producción normativa era mantener fuera de la 
competencia de la Fiscalía General de la Nación, las conductas punibles cometidas 
por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo 
                                                          
39 Por la cual se reestructura la Justicia Penal Militar y Policial, se establecen requisitos para el 
desempeño de sus cargos, se implementa su Fiscalía General Penal Militar y Policial, se organiza 
su cuerpo técnico de investigación, se señalan disposiciones sobre competencia para el tránsito al 
sistema penal acusatorio y para garantizar su plena operatividad en la Jurisdicción Especializada y 
se dictan otras disposiciones. 
40 Declarado inexequible mediante sentencia C-326 de 2016 
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servicio. Así, se resaltó que de la interpretación hecha a la norma constitucional se 
deduce que: 
 
“no solo se excluye la posibilidad de que la Fiscalía General de la Nación investigue 
los delitos cometidos por miembros de la fuerza pública en servicio activo y en 
relación con el mismo servicio, sino que también se establece que en estos casos, 
que por disposición del artículo 221 seguirán a cargo de la justicia penal militar, no 
tendrán aplicación las demás reglas atinentes a la forma como el ente investigador 
cumple sus funciones dentro del ámbito de la justicia ordinaria, ente ellas, la relativa 
a la posibilidad de dar aplicación al principio de oportunidad”41.  
 
A partir de lo anterior se concluyó que dentro del precitado artículo 250 existe una 
“prohibición implícita” que impide que en los procesos que son competencia de la 
Justicia Penal Militar sea aplicado el principio de oportunidad. La posición jurídica 
esbozada se reforzó con el análisis realizado por el máximo tribunal constitucional 
a la luz del método de interpretación sistemático, por medio del que sostuvo que  
 
“la frase final (sobre los delitos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública en 
servicio activo y en relación con el mismo servicio), ha de entenderse referida a la 
totalidad del texto precedente dentro del mismo artículo, es claro que esta excepción 
tiene por efecto, no solo excluir a la Fiscalía General de la Nación del conocimiento 
                                                          




de estos delitos, lo que es concordante con la regla contenida en el artículo 221 de 
la misma Constitución, que atribuye este encargo a la justicia penal militar, sino 
también precisar que en este último escenario no se aplicarán las reglas que el 
mismo artículo 250 ha establecido en torno a la función que corresponde desarrollar 
a la Fiscalía, en el ámbito de la justicia ordinaria, entre ellas la relacionada con la 
posible aplicación del principio de oportunidad”42. 
 
Después de eso, forzosamente se concluyó que la prohibición de aplicar el principio 
de oportunidad en los delitos cometidos por la Fuerza Pública estaba incluida en el 
precepto constitucional que otorga la competencia exclusiva a la Fiscalía General 
de la Nación de investigar las conductas que revistan la calidad de delitos cometidos 
en el territorio colombiano. 
 
Para el cuerpo colegiado que estudió la ley 1765 de 2016, el principio de 
oportunidad tiene un carácter “excepcional y restrictivo”, pues en primer lugar dicha 
institución es la excepción al deber del Estado por medio de la Fiscalía de investigar 
las conductas delictivas y, en segundo lugar, su aplicación se limita a las 
circunstancias en las que se den los supuestos fácticos o requisitos establecidos en 
la norma procesal, para el caso general, la Ley 906 de 2004 en su artículo 324.43 
                                                          
42 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-326 del 22 de junio de 2016, M.P.: Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo 
43 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-673 del 30 de junio de 2005, M.P.: Clara Inés Vargas 
Hernández. C-979 del 26 de septiembre de 2005, M.P.: Jaime Córdoba Triviño. C-209 del 21 de 
marzo de 2007, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa. C-936 del 23 de noviembre de 2010, M.P.: 




Para finalizar, la referida decisión jurisprudencial señaló que la improcedencia de la 
inclusión del principio de oportunidad en la jurisdicción militar tenía otro fundamento, 
cual es el hecho de que las autoridades encargadas de su aplicación pertenecen a 
la rama ejecutiva, por lo que son “servidores fuertemente habituados a conducirse 
bajo criterios de obediencia y jerarquía estricta” lo que los diferencia de la 
imparcialidad y autonomía que caracteriza a los titulares de la función judicial. 
 
Habiendo expuesto el criterio vigente, cobra relevancia el presente trabajo, toda vez 
que a partir de este momento se pretende mostrar que, si existe la posibilidad de 
que la jurisdicción penal militar adopte la figura del principio de oportunidad con 
base en lo previsto en la parte final del artículo 250 Superior más aún cuando 
implementó dentro de su jurisdicción el sistema penal de corte acusatorio del cual 
es propia la figura en comento.  
 
Debe recordarse que el fuero penal militar contempla finalidades y particularidades 
diferentes, ya que la Ley 1407 de 201044 como norma sustancial de la jurisdicción 
militar, prevé las disposiciones a las que se debe ceñir el trámite y decisión de las 
investigaciones originadas en la comisión de acciones solo en el evento en que 
hayan sido ejecutadas por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y 
en relación con el mismo servicio y que afectan su normal desarrollo, sumado a que 
                                                          
44 Por la cual se expide el Código Penal Militar. 
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su soporte constitucional obedece a lo establecido en los artículos 11645, 22146 y 
250 de la Carta Política. 
 
Dicha jurisdicción especial, encuentra su fundamento: “en la necesidad de poder 
sancionar, desde una perspectiva claramente institucional y especializada, aquellos 
comportamientos que, de manera particular, afectan la buena marcha de la fuerza 
pública, y los bienes jurídicos que a ella interesan” 47. Es así que se reconoce que 
la fuerza pública al tener a su cargo funciones como la defensa de la soberanía, del 
territorio nacional, y el mantenimiento del orden para el goce efectivo de los 
derechos de la ciudadanía, -funciones estas que les son exclusivas por la naturaleza 
de las mismas y de la institución propiamente dicha-, le ha sido entregado el 
monopolio de la fuerza legítima de manera exclusiva, por lo que es necesario que 
esa parte de la sociedad que tiene características diferentes a los de los “civiles”, 
sean juzgados por autoridades con pleno conocimiento de la vida militar cuando se 
presentan infracciones a los deberes que han de cumplir en el desarrollo de su 
función cuando se adecuen como conductas delictivas. Por lo anterior, se justifica 
                                                          
45“La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces, administran 
Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar”. 
46 “De las conductas punibles cometidas por los miembros de la Fuerza Pública en servicio activo, y 
en relación con el mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tribunales militares, con arreglo 
a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por 
miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro…]” 
47CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-326 del 22 de junio de 2016, M.P.: Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo  
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la existencia de la jurisdicción especial diferente a la ordinaria, esto es, la justicia 
penal militar 48. Adicionalmente, nótese que; 
 
“este fuero no implica un simple privilegio o gracia estamental, pues no es ese su 
propósito, y además, ello sería contrario al principio de igualdad. Así, es claro que 
la sola calidad de miembro de la Fuerza Pública (elemento subjetivo) no basta para 
que un delito cometido por uno de ellos deba ser investigado por esta jurisdicción 
especial, sino que debe tratarse de una acción ejecutada mientras el respectivo 
oficial se encontraba en servicio activo, y además, relacionada con la prestación de 
ese servicio (elemento funcional), únicas circunstancias en las que la existencia de 
esta regla especial tiene una clara justificación constitucional. Por el contrario, en 
ausencia de alguno de tales elementos, y en particular del segundo, es claro que la 
acción cometida será de conocimiento de su juez natural, es decir, la justicia penal 
ordinaria, pese a la calidad de miembro de la Fuerza Pública que pueda tener su 
autor”49. 
 
Es claro que con la distinción entre los dos campos jurisdiccionales no se pretende 
favorecer la impunidad de las conductas investigadas, o el otorgamiento de un 
tratamiento benéfico o especial por tratarse del entorno castrense, por el contrario, 
se busca que los comportamientos sean examinados de manera rigurosa por 
                                                          
48 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-084 del 24 de febrero de 2016, M.P.: Luís Ernesto 
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autoridades que conozcan las particularidades de los delitos investigados en razón 
a su especialidad. 
 
Esa jurisdicción especial nace con la Constitución Política de 1991 como ya se 
anotó, y es esa misma norma fundamental la que le otorga la posibilidad a la justicia 
penal militar de aplicar dentro de su sistema procesal además acusatorio, el 
principio de oportunidad, pues en otra base de interpretación que difiere de las 
adoptadas por la antes referida sentencia C-326 de 2016 , se puede contemplar que 
las disposiciones relativas al principio de oportunidad en el sistema penal de la 
fuerza pública si se encuentran ajustadas a la Carta Política, pues es erróneo 
afirmar que el Acto Legislativo 03 de 2002 reservó la titularidad de aplicación del 
principio de oportunidad a la Fiscalía General de la Nación. 
  
Como lo sostuvo el Ministerio de Defensa como interviniente,  
 
“Respecto al punto según el cual el principio de oportunidad no es un derecho 
fundamental, señaló que en este caso el propósito de esta institución no es la sola 
renuncia de la acción penal, sino más bien el reconocimiento de situaciones en las 
que la lesividad causada por la conducta punible resulta ínfima, o en las que ha 
cambiado de manera importante la percepción sobre el interés público en la 
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persecución de ese delito, finalidades que, según resaltó, han sido reconocidas por 
esta Corte como motivos válidos para la aplicación del principio de oportunidad”50. 
  
Ahora bien, tampoco es correcto afirmar que la prohibición contenida en el artículo 
250 Superior, referente a que los delitos cuyo origen tengan la función militar sean 
de competencia de la Fiscalía General de la Nación, se haga extensiva a la 
prohibición de que la jurisdicción especial aplique el principio de oportunidad bajo 
las formalidades legales. De otro lado, recuérdese que el Acto Legislativo 03 de 
2002 no implementó el sistema acusatorio a todas las jurisdicciones, así que las 
garantías contenidas en él, en principio aplicarían a ese sistema judicial, de no ser 
así se desconocería de manera frontal en derecho a la igualdad. 
  
Cabe resaltar que la aplicación del principio de oportunidad no se encuentra 
reservada a la jurisdicción ordinaria penal, puesto que en varias sentencias51 la 
Corte  
“ha reconocido la posibilidad de que aquél sea aplicado a otras jurisdicciones, 
como es el caso de los juicios de infancia y adolescencia y también ante el 
Congreso, posibilidades todas que han sido introducidas por medio de leyes 
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ordinarias, lo que, desvirtúa la premisa según la cual sería necesaria una 
reforma constitucional para ampliar su ámbito de aplicación”52. 
 
Sobre el tema, el Procurador General de la Nación indicó que el legislador cuenta 
con un amplio margen de configuración normativa respecto de la justicia penal 
militar, razón por la que estaba facultado para incluir el principio de oportunidad en 
el ámbito castrense. 
  
En la actualidad, debido a la evolución normativa y jurisprudencial internacional en 
materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario se ha venido 
restringiendo la aplicación del Fuero Penal Militar, imponiéndose la exigencia de 
una armonización del derecho interno con el derecho internacional. Así vemos como 
hoy en día el Fuero Penal Militar es una figura que en gran parte de los países se 
ha limitado al máximo en su aplicación, y en el peor de los casos ha desaparecido 
como se verá rápidamente. 
 
El derecho anglosajón, se caracteriza porque en tiempos de paz no existen “órganos 
jurisdiccionales militares de carácter permanente” y porque los delitos por lo que se 
puede poner en marcha la jurisdicción militar son en los casos específicos de “motín, 
sedición y deserción” siempre que los miembros de la fuerza armada se encuentren 
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activos o en servicio. En Estados Unidos, existen cortes militares que se encargan 
de ejercer el reproche por actos como “insubordinación, le negligencia del deber, la 
deserción, el hurto, la violación y el asesinato”, conductas desplegadas por el 
personal militar cuando tenga significación militar. Por su parte, en nuestra América 
Latina encontramos un fuero militar menos rígido y más amplio, donde incluso se 
“pueden conocer delitos cometidos por civiles, tal es el caso de Bolivia, Chile y 
Panamá”; para el caso de Chile llama la atención que los tribunales militares no solo 
juzgan los delitos cometidos dentro de la jurisdicción, sino que ella se hace 
extensiva incluso “a los demás responsables de éste, aunque no estén sujetos a 
fuero”. Por su parte, Venezuela consagra la jurisdicción castrense como parte del 
poder judicial del Estado, funcionarios que ingresan previo concurso de méritos y 
que juzgarán solo las causas de naturaleza militar. En el modelo europeo, el fuero 
militar solo opera en tiempos de guerra con excepción de “Bélgica, España e 
Italia”.53   
 
Con todo se observa, que la jurisdicción militar se ha instituido en la variedad de 
legislaciones con la finalidad de conservar la disciplina y el orden dentro de la vida 
castrense, independientemente de la modalidad de juzgamiento usada en cada una 
de ellas54, por ello recobra importancia la figura del fuero militar. 
                                                          
53 GLORIA DEL PILAR FRANCO ÁLVAREZ. El fuero penal militar en colombia cumple con la funcion 
esencial de garantía y protección de los derechos humanos. Universidad Militar Nueva Granada, 
2014, p. 35 y ss 
54 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Castillo Petruzzi y Otros Vs Perú, Sentencia 




Surge acá una crítica especial sobre la situación Colombiana, ya que el tema de 
aplicación de las normas hacia los funcionarios que se encuentran sometidos a la 
Jurisdicción Castrense, si bien es cierto resulta especial, no es menos cierto que 
dadas las condiciones de conflicto interno que ha perdurado a lo largo de los años 
en nuestro país, en donde se ven precisamente involucrados los militares, permite 
afirmar que se han expedido un sin número de normas que de una u otra forma han 
mostrado la flexibilización legislativa tendiente a poner fin a las controversias 
jurídicas derivadas del conflicto.  
 
Si se observan las situaciones legislativas derivadas del proceso que se viene 
desarrollando en nuestro país, se encuentra que a corto plazo se han expedido 
leyes que han pretendido otorgar beneficios a los actores del conflicto armado; al 
realizar un barrido sobre el tema, se ha de encontrar de manera somera, que el 
objeto de estas leyes corresponde precisamente con el fin de contribuir al desarrollo 
del proceso de paz que se anhela en Colombia y desde esa óptica, conceder a las 
personas que se encuentran como sujetos activos de las conductas penales, algún 
tipo de incentivo punitivo para a cambio de ello recibir, verdad, justicia y reparación 
a favor de la otra parte, esto es a favor de las víctimas. 
 
Revisando de manera puntual algunas normativas expedidas con ocasión a 
desmovilizaciones, encontramos en primer lugar la ley 975 de 2005 (ley de justicia 
y paz), cuyo objeto fue precisamente favorecer a un sector de los combatientes, en 
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este caso a los miembros de las autodefensas unidas de Colombia, a quienes una 
vez aplicada, gozarían de beneficios de tipo punitivo. Por otra parte se expidió la ley 
1592 de 2012 que estableció algunas adiciones y modificaciones a la ley de justicia 
y paz en lo relacionado con investigación, persecución y reparación a víctimas del 
conflicto; a su turno, la Ley 1424 de 2010 surgió como respuesta a requerimiento de 
la Corte Constitucional y que tuvo por objeto dictar disposiciones de justicia 
transicional que garanticen verdad, justicia y reparación a las víctimas de 
desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley y se concedieron 
beneficios jurídicos. Por último la ley de restitución de tierras Ley 1448 de 2011 que 
se encargó de establecer las medidas de reparación a víctimas del conflicto. 
 
Las referencias anteriores son muestras de la necesidad de adoptar medidas por 
parte del Estado Colombiano a la situación social, económica y judicial de las 
personas que de alguna manera se han involucrado en la situación interna de 
nuestro país y se encuentra, que estas situaciones jurídicas favorecen mayormente 
a los sujetos activos del conflicto y lógicamente a las víctimas de éste, sin embargo, 
se observa un marcado desconocimiento de un sector, esto es la parte militar, 
quienes también hacen parte de la situación. Se vislumbra que esta parte, no se 
encuentra amparada de manera directa con algún tipo de beneficio punitivo o 
normativo directo que sea favorable.   
  
Ante tal situación, surge entonces la pregunta de si dentro de las garantías 
constitucionales que rodean el proceso penal, no existiría la posibilidad de pensar 
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en adoptar algún tipo de figura jurídica para contribuir a la búsqueda de la paz en 
Colombia desde la óptica de la Fuerza Pública y se reafirma entonces acá la 
propuesta de aplicación del principio de oportunidad para la jurisdicción militar, 
atendiendo que si se han adoptado medidas que benefician a grupos al margen de 
la ley, ¿cuál es la razón para que a los miembros de la jurisdicción militar no se les 
pueda otorgar la aplicación de esta figura, si en últimas están contribuyendo con el 
sueño de paz de Colombia? 
 
Este interrogante se puede contestar con base en la necesidad de avanzar hacia el 
tema de búsqueda de la verdad a favor de las víctimas del conflicto, pues 
evidentemente la aplicación del principio de oportunidad contribuiría a 
descongestionar la administración justicia y además a desempantanar los 
problemas que han surgido con ocasión de la creación de la justicia especial para 
la paz, siempre y cuando contribuyan de alguna forma al proceso de paz y 
entreguen verdad e incluso reparación a las víctimas del conflicto, planteamiento 
éste que brinda una solución palpable a la problemática. 
 
Colombia ha experimentado la formulación e implementación de justicia transicional 
durante los últimos 10 años, expidiendo distintas leyes que permitan la 
implementación de la justicia siendo destinatarios de ello los excombatientes, así 




Un proceso importante de desmovilización empezó en el año 2005 con la Ley 975, 
llamada Ley de Justicia y Paz, en medio de la desmovilización del grupo armado al 
margen de la ley denominado Autodefensas Unidas de Colombia, norma que 
posteriormente fue reformada en lo que atiente a la forma de indagación, 
juzgamiento y reparación. Como objetivo dicha ley planteó “…facilitar los procesos 
de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de 
grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación…” lo que permitía que los excombatientes se 
reincorporaran a la vida civil, abandonaran la guerra, y a cambio de información que 
materializara la verdad y junto con ella, la reparación de las víctimas, se ofrecieron 
beneficios punitivos bondadosos.  
 
“…De acuerdo con las cifras del Sistema Interinstitucional de Información en Justicia 
Transicional (SIIJT), a lo largo de los procesos penales especiales de Justicia y Paz, los 
postulados han confesado más de 40.000 crímenes que afectaron a 51.000 personas. 
Además, con base en información resultante de dichos procesos, las autoridades han 
entregado 1.318 cuerpos a los familiares…”55 
 
El Gobierno acudió al llamado “principio de oportunidad” y expidió la Ley 1312 de 
2009, por medio de la cual se realizaban modificaciones al artículo 324 de la Ley 
906 de 2004, en la que estaba previsto dentro del numeral 17 que se aplicaría dicha 
figura a los desmovilizados de grupos armados y se establecían las condiciones 
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para ello, empero tras la demanda de inconstitucionalidad promovida por los 
ciudadanos, la Corte Constitucional “…declaró que no era constitucional aplicar el 
principio de oportunidad a desmovilizados de grupos de autodefensa, pues sería 
una renuncia del Estado a investigar y conllevaría a que no se satisfagan “las 
exigencias de justicia, de verdad o de reparación”, lo que vulneraría los derechos 
de las víctimas…”          
 
En búsqueda de un marco normativo adecuado, en 2010 se adoptó la Ley 1424 que 
estableció el margen para la desmovilización de los actores paramilitares.  
 
A pesar de los esfuerzos del legislador en pro de dar fin al conflicto armado que por 
décadas ha azotado al país, el Congreso emitió el Acto Legislativo No. 01 de 2012 
conocido como Marco Jurídico para la Paz, no obstante, éste contiene directrices 
que seguramente requerirá de nuevos estudios, ajustes y precisiones. 
 
Este breve barrido normativo busca dejar entrever que, aunque se hayan puesto 
talanqueras en el camino, ha sido posible que en aras de construir la justicia material 
algunos actores del conflicto armado hayan sido beneficiarios de un trato judicial 
diferencial, todo en aras de la lucha para acabar el conflicto armado en Colombia. 
Entonces, si a los diferentes miembros de los grupos al margen de la ley les han 
sido concedidos beneficios normativos punitivos, ¿porque negarles ese mismo 




Si bien, el principio de oportunidad fue denegado por la Corte Constitucional para 
ser aplicado a los miembros de grupos irregulares, y lo mismo ocurrió con las 
fuerzas militares, ha de notarse que con ello se desconocen principios básicos 
constitucionales que el mismo Órgano de Cierre Constitucional ha evocado en sus 
decisiones, verbigracia,  
“...En numerosas ocasiones, la Corte ha señalado que el legislador cuenta con un amplio 
margen de configuración en materia penal, y en concreto, al momento de regular las 
causales de aplicación del principio de oportunidad, entendiendo que el constituyente acogió 
además un modelo de principio de oportunidad reglado, distinto al anglosajón y mucho más 
próximo al continental europeo…”56 
 
En el mismo sentido, se ha sostenido que dicho margen configurativo no es 
ilimitado, porque deja a los operadores judiciales un espacio demasiado amplio en 
el terreno interpretativo, sin embargo, como se ha hecho hincapié en el presente 
trabajo, los funcionarios encargados de administrar justicia, cuentan con las 
capacidades suficientes para dilucidar el contenido y alcance de la norma, por eso 
la aplicación del principio en mención se hace necesario y admisible en lo que a 
este escrito atañe, es decir, a la Jurisdicción Castrense, por tener dicha herramienta 
como fin abanderado el de “racionalizar la utilización del aparato estatal en la 
persecución penal”57.  
                                                          
56 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-936/10, Salvamento de Voto del Magistrado 
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57 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-936/10, Salvamento de Voto del Magistrado 




Aquí vale la pena tomar las palabras del magistrado LUIS ERNESTO VARGAS 
SILVA, y que son útiles en este caso para seguir construyendo argumentos sólidos 
que permiten afirmar que la imposibilidad de aplicar el principio de oportunidad, para 
el caso, a las fuerzas militares, puede corresponder por parte de la Corte, a un 
“…cambio de precedente sin justificación, por el que somete a las reglas comunes 
de interpretación una norma jurídica excepcional, que responde con claridad a una 
lógica del derecho diferenciada…” y es que, tal afirmación, que se reitera, se toma 
a efectos de afirmar que la posibilidad de que la Jurisdicción Militar aplique el 
principio de oportunidad a los miembros activos que cometen conductas punibles 
en desarrollo de sus funciones,  permite inferir que la interpretación restrictiva que 
la misma Corte hizo en sentencia C-326 de 2016 respecto del artículo 250 Superior 
en el entendido de es la Fiscalía quien de manera preferente tiene a su cargo la 
persecución penal y con ello, la renuncia, interrupción o suspensión de la acción 
penal – en la modalidad de principio de oportunidad-, es inadecuada, pues más allá 
de una interpretación sistemática o histórica, la problemática de la sociedad actual 
demanda de una interpretación más allá de la exégesis del planteamiento 
normativo, pues en el mismo presupuesto constitucional, se previó que el Legislador 
podría asignar el ejercicio de la acción penal a “otras autoridades” distintas a la 
Fiscalía de la Nación, lo que permitiría, se insiste, que la Jurisdicción Penal Militar 
se enmarque dentro de esa brecha abierta por el Constituyente como “otra 





Y es que, si lo pretendido es lograr a todas luces la verdad, la justicia material y la 
reparación de las víctimas, debe entenderse que el ideal de que los sujetos activos 
de las conductas punibles respondan ante la ley y obtengan el reproche 
correspondiente por parte del Estado, no se logra en condiciones o circunstancias 
de normalidad, sino que para obtener precisamente una justicia más efectiva la 
implementación de figuras como el principio de oportunidad es NECESARIA y su 






4. CONCLUSIONES Y SUGERENCIAS 
 
A pesar de que, por mandato de la Corte, como Máximo Órgano de cierre de la 
jurisdicción constitucional, encargado de la guarda e interpretación de la Carta 
Policita, no es posible trasladar al terreno de la jurisdicción militar la aplicación de la 
figura del principio de oportunidad por las razones ya esbozadas, en el decurso 
académico del presente estudio y como criterio un tanto apartado, se considera que 
la decisión de dicha Corporación desconoce la propia esencia de la Carta Política 
en la que se indica que la Jurisdicción militar también administra justicia y que no 
obstante su naturaleza especial y característica, también por la vía legal adoptó 
como parte de su andamiaje jurídico, el sistema acusatorio del cual es propia la 
facultad excepcional del ente acusador de renunciar, interrumpir o suspender la 
acción penal militar, pues en la norma superior se dijo que dicha facultad la tiene la 
Fiscalía como autoridad preferente lo que no significa que dicha titularidad sea 
exclusiva, por lo que es dable que tal circunstancia pueda ser desarrollada por otras 
autoridades como las de la jurisdicción militar, funcionarios éstos que deben contar 
con la capacitación necesaria para que el hecho de hacer parte de la jerarquía de 
la rama ejecutiva del poder púbico Colombiano, no sea óbice para tachar de 
imparcial o sesgada la decisión que pudieren emitir al respecto. 
 
Es por lo anterior, que se colige que la declaratoria de inexequibilidad sobre la Ley 
1765 de 2015 desbordó el margen de interpretación desconociendo la literalidad de 
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la norma constitucional que en principio permite a otras autoridades la aplicación 
del denominado principio de oportunidad, lo que conllevó junto con otros análisis a 
la extracción del mundo jurídico de la norma que permitía que los sujetos activos 
dentro de las causas penales militares con los requisitos rigurosos de ley, gozaran 
del derecho propio de esa institución a pesar de haber avanzado en la institución 
del sistema acusatorio que lo que pretendía era poner en pie de igualdad -hasta 
donde es posible por la naturaleza de los hechos que se investigan- a los 
sujetos procesables objeto de juzgamiento.  
 
Recuérdese que, el legislador tiene la competencia necesaria para establecer las 
reglas que han de regir la justicia penal militar, por lo que haber incursionado dicha 
jurisdicción dentro del campo del sistema penal de corte acusatorio es 
completamente válido; y también lo es, en punto del principio de oportunidad, ver 
que su aplicación no solo comporta la “renuncia de la persecución penal” sino que 
más allá de ello se busca reconocer realidades como el interés público en la 
persecución de la infracción penal. 
 
Finalmente, no puede olvidarse que el principio de oportunidad no está reservado 
de manera exclusiva a la justicia penal ordinaria, sino que se ha permitido que otras 
jurisdicciones como la Ley Penal de Adolescentes y los juicios ante el Congreso, 
puedan gozar de esa herramienta, inclusiones que se han hecho por medio de la 
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expedición de leyes ordinarias lo que deja sin piso el argumento referido por muchos 
de que la implementación de tal herramienta en la Jurisdicción Castrense requiere 
de manera previa una reforma constitucional de fondo que permita la persecución 
penal por parte de determinadas autoridades -diferentes a la Fiscalía General de la 
Nación- sin mayores restricciones que lesionen el derecho a la igualdad de los 
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